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RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / NO SE HA SOLICITADO A LA ACCIONADA / IMPROCEDENCIA. “El Juzgado, se dijo, declaró la improcedencia de la acción porque las actuaciones administrativas de las que se queja la actora, no la involucran, pues se dieron con ocasión de la solicitud de reconocimiento de pensión de vejez del señor Toro Ramírez y le corresponde a ella adelantar el trámite propio de la prestación que atañe a la pensión de sobreviviente, pues solo a partir de su resultado, podrá estudiarse de fondo la situación particular y concreta. La interesada, por su lado, afirma que sí elevó esa reclamación, una vez falleció el cotizante, y aportó documentos para que se continuara con el trámite de rigor bajo sustitución pensional, tanto así que en el auto por medio del cual se dispuso rechazar los recursos interpuestos, se hizo alusión a ello. A decir verdad, la decisión del juzgado en este caso debe prohijarse, no obstante la edad de la demandante, que la ubica dentro del grupo de los sujetos de especial protección. Esto es así, porque si bien en el Auto ADP 014568 del 09 de noviembre de 2015 (f. 133-135, c. 1), expedido por la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales, se hace alusión al fallecimiento del reclamante y al reconocimiento de la sustitución pensional, o si se quisiera de pensión de sobrevivientes, como se indica en el poder que la actora confirió a su apoderado (f. 378, c. 1), que se trae como sustento de la alzada, lo cierto es que el reclamo central tiene que ver con la solicitud del señor José Bernardo Toro Ramírez, respecto de su pensión de jubilación, y a la luz de ella fue que se revisó, analizó y decidió de fondo lo correspondiente. Pero lo que se quiere hacer notar es que, a pesar de la situación actual de la demandante, la UGPP, no ha tenido la oportunidad de escudriñar de fondo sobre el reclamo actual que se refiere a una prestación diferente a la que se le pedía, esto es, a la pensión de sobreviviente, para cuyo reconocimiento deben cumplirse determinados requisitos y aportar ciertos anexos. Y aunque es cierto que la señora Gerardina Osorio de Toro otorgó poder con esa finalidad, lo que hizo su apoderado fue atacar el acto administrativo que negó la pensión reclamada por el causante, incluyendo como argumento que ahora debía ventilarse la de sobreviviente. Como esa manifestación hizo parte de los recursos y ellos fueron desechados por extemporáneos, quedó sometida a su suerte. Únicamente cuando se logre establecer que se hizo la solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes en forma independiente, y que ella se niegue, se podría analizar, por esta vía, si se violentan o no derechos fundamentales. Como ello no ha ocurrido en este caso concreto, no había lugar al amparo deprecado, como bien lo definió el Juzgado, cuya decisión se confirmará.”.
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Acta N° 27 de enero 23 de 2017
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte accionante contra la sentencia del 15 de noviembre último, proferida por el Juzgado Primero de Familia local, en esta acción de tutela que Gerardina Osorio de Toro, inició contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, a la que fueron vinculadas la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales y la Dirección de Pensiones de la misma entidad.



  



ANTECEDENTES
  



Acudió la demandante, por intermedio de apoderado judicial,  en procura de la protección de sus derechos fundamentales “a la Seguridad Social en Conexidad con la vida, la Dignidad Humana, Mínimo Vital, Protección Reforzada por su Condición de Persona de la Tercera edad… debido proceso”, que estima lesionados por la parte accionada.

  



Expuso, en resumen, que su cónyuge José Bernardo Toro Ramírez inició los trámites para el reconocimiento de la pensión de vejez, que le fue negada mediante la Resolución RDEP023075 del 9 de junio de 2015; se presentaron sendos recursos de reposición y en subsidio de apelación, que se rechazaron con el argumento de que fueron extemporáneos, lo que no es cierto, porque el acto administrativo fue notificado irregularmente. En todo caso, interpuso recurso de queja ante la UGPP el 26 de noviembre de 2015, sin resolución hasta la fecha de promoción de la acción.
 



En el transcurso de esa gestión, falleció el señor Toro Ramírez, el 26 de marzo de 2015, por lo que la accionante, como cónyuge supérstite, continuó con el trámite de la pensión de sobrevivientes; requiere de ese apoyo económico porque carece de ingresos para sufragar sus gastos mínimos; sus hijos dependen de un salario con el que cubren sus necesidades personales y su estado de salud es precario, tanto más con lo que conlleva su avanzada edad, 83 años. Adujo que recurre a este mecanismo para evitar un perjuicio irremediable.

 



Pidió, por tanto, que se revoquen y dejen sin efectos la Resolución que negó la pensión de vejez a Toro Ramírez y el auto que resolvió rechazar los recursos; que se ordene a la UGPP adelantar los trámites de bonos pensionales en las entidades en las que prestó sus servicios el causante, reconocerle y pagarle la pensión de sobrevivientes con su correspondiente retroactivo, indexación e intereses de mora. 




Con la demanda, entre otros documentos, se aportaron copias de su cédula de ciudadanía, registros civiles de matrimonio y de defunción de José Bernardo Toro Ramírez; historia clínica, actos administrativos cuya nulidad depreca y recurso de queja presentado ante la oficina de Determinación de Derechos Pensionales
 



El Juzgado de primer grado admitió el libelo frente Unidad Administrativa Especial demandada, a la vez que vinculó a la Dirección de Pensiones y corrió traslado por el término de 2 días. El subdirector jurídico de la Unidad descorrió el mismo y dio cuenta de los actos expedidos con motivo del reclamo efectuado por José Bernardo Toro Ramírez; dijo que desde el 13 de febrero de 2015 su apoderado judicial, fecha de radicación de la solicitud de reconocimiento prestacional, autorizó la notificación por medio de correo electrónico; que el recurso final de queja se resolvió en el sentido de declararlo infundado, mediante Resolución del 22 de enero de 2016; dijo que la acción se torna improcedente dada la firmeza de los respectivos actos administrativos y la tutela desborda la competencia del juez constitucional en tal aspecto; que la entidad no tiene peticiones pendientes de resolver a nombre de Gerardina Osorio de Toro en relación con reconocimiento y pago de pensión de sobrevivientes, y si ello es lo que pretende, debe allegar la solicitud aparejada de los requisitos de ley, para que la Unidad proceda, previo estudio de la documentación aportada, a resolver de conformidad. Por ello, existe igualmente una falta de legitimación en la causa por activa, toda vez que el apoderado judicial que asiste ahora a la aquí accionante, actuó en representación del señor José Bernardo Toro Ramírez para el reconocimiento de una pensión de vejez, sin que exista petición alguna de aquella que esté pendiente de resolver por la UGPP; además, cuenta con otros mecanismos de defensa judicial para controvertir lo pertinente. 




Reanudada la actuación luego de una nulidad declarada por esta Sala, en aras de que se citará al asunto a la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales, a la que de igual modo se corrió traslado por el término de 2 días, intervino de nuevo el Subdirector Jurídico de la UGPP con similares argumentos a los ya expuestos y vino la sentencia que declaró la improcedencia del reclamo elevado, toda vez que las actuaciones administrativas de las que se duele la demandante, no la involucran, si bien se dieron con ocasión de la solicitud de reconocimiento de pensión de jubilación del señor Toro Ramírez, así que le corresponde a la demandante adelantar los trámites pertinentes a efectos de obtener la pensión de sobreviviente, pues nada se le ha negado sobre el particular. 
  



Impugnó la interesada, quien aludió a que sí se presentó solicitud de reconocimiento de pensión de sobrevivientes, pues se extendió poder para dar a conocer sobre el fallecimiento de José Bernardo Toro y se pidió continuar con aquel reconocimiento en favor de Gerardina Osorio y se aportaron algunos documentos; que la protección elevada es para una persona catalogada como de especial protección y está legitimada para ser beneficiaria del tal prestación. 
CONSIDERACIONES

  



La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.
   



Uno de los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela, tiene que ver con la subsidiariedad. Concretamente, el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, establece que ella es improcedente si se cuenta con otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
   



Tratándose de beneficios laborales, incluida la pensión, la regla general es que no se puede acudir a esta especialísima acción para su reconocimiento, pues ante una negativa de la entidad encargada de su otorgamiento, debe acudirse ente los jueces laborales o administrativos, encargados de dirimir ese tipo de controversias. Aunque también ha sido aclarado por la jurisprudencia que en ciertos casos, particularmente cuando se trate de sujetos de especial protección, puede recurrirse directamente a la vía constitucional, en garantía de sus derechos fundamentales. 

   



Recientemente
, recordó la Corte Constitucional, en una muy precisa síntesis, que: 

Por otra parte, el requisito de subsidiariedad también está encaminado a restringir el uso de la acción de tutela como mecanismo principal, en la medida que el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 dispone la improcedencia de esta cuando existan otros medios de defensa judiciales, salvo se advierta la falta de eficacia de estos, atendiendo a las circunstancias en que se encuentre el solicitante. De igual modo, el artículo 9 establece que el agotamiento de la vía gubernativa no entorpece la posibilidad de acudir de manera directa. 

En desarrollo de la norma citada, esta Corporación decantó en la sentencia SU-377 de 2014 que la sola existencia de otro mecanismo judicial no constituye una razón suficiente para declarar la improcedencia, sino que el juez debe evaluar la posible eficacia de protección del instrumento ordinario en las circunstancias específicas del caso examinado
. 

Esto se ve reflejado en el amparo en materia pensional, puesto que para solicitar el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, en un primer momento el interesado debe acudir a la vía administrativa ante la entidad o fondo de pensiones correspondiente, y de no ser favorable la decisión deberá ser recurrida en la vía judicial, esto es, la jurisdicción contencioso administrativa o en la jurisdicción laboral, según corresponda al caso. 

Sin embargo, partiendo de la calidad de sujetos de especial protección, como también la estrecha relación entre el derecho pensional y el mínimo vital reconocida por la jurisprudencia constitucional, es posible amparar dichos derechos: (i) de manera transitoria cuando, a pesar de que pueden invocarse otros medio de defensa judicial idóneos y eficaces, esta se promueve para evitar la consumación de un perjuicio irremediable; y, (ii) como mecanismo definitivo cuando no existen mecanismo judiciales idóneos ni eficaces que permitan proteger los derechos fundamentales
.

  



En el caso concreto, Gerardina Osorio de Toro, busca que se le ordene a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP que le reconozca la pensión de sobreviviente, previa anulación de los actos administrativos con los que, de un lado, negó el reconocimiento de la pensión de vejez de su cónyuge José Bernardo Toro Ramírez,  y del otro, rechazó los recursos interpuestos contra esa decisión.

  



El Juzgado, se dijo, declaró la improcedencia de la acción porque las actuaciones administrativas de las que se queja la actora, no la involucran, pues se dieron con ocasión de la solicitud de reconocimiento de pensión de vejez del señor Toro Ramírez y le corresponde a ella adelantar el trámite propio de la prestación que atañe a la pensión de sobreviviente, pues solo a partir de su resultado, podrá estudiarse de fondo la situación particular y concreta. La interesada, por su lado, afirma que sí elevó esa reclamación, una vez falleció el cotizante, y aportó documentos para que se continuara con el trámite de rigor bajo sustitución pensional, tanto así que en el auto por medio del cual se dispuso rechazar los recursos interpuestos, se hizo alusión a ello.
A decir verdad, la decisión del juzgado en este caso debe prohijarse, no obstante la edad de la demandante, que la ubica dentro del grupo de los sujetos de especial protección. Esto es así, porque si bien en el Auto ADP 014568 del 09 de noviembre de 2015 (f. 133-135, c. 1), expedido por la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales, se hace alusión al fallecimiento del reclamante y al reconocimiento de la sustitución pensional, o si se quisiera de pensión de sobrevivientes,  como se indica en el poder que la actora confirió a su apoderado (f. 378, c. 1), que se trae como sustento de la alzada, lo cierto es que el reclamo central tiene que ver con la solicitud del señor José Bernardo Toro Ramírez, respecto de su pensión de jubilación, y a la luz de ella fue que se revisó, analizó y decidió de fondo lo correspondiente. 
Pero lo que se quiere hacer notar es que, a pesar de la situación actual de la demandante, la UGPP, no ha tenido la oportunidad de escudriñar de fondo sobre el reclamo actual que se refiere a una prestación diferente a la que se le pedía, esto es, a la pensión de sobreviviente, para cuyo reconocimiento deben cumplirse determinados requisitos y aportar ciertos anexos. Y aunque es cierto que la señora Gerardina Osorio de Toro otorgó poder con esa finalidad, lo que hizo su apoderado fue atacar el acto administrativo que negó la pensión reclamada por el causante, incluyendo como argumento que ahora debía ventilarse la de sobreviviente. Como esa manifestación hizo parte de los recursos y ellos fueron desechados por extemporáneos, quedó sometida a su suerte. 

   



Únicamente cuando se logre establecer que se hizo la solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes en forma independiente, y que ella se niegue, se podría analizar, por esta vía, si se violentan o no derechos fundamentales. Como ello no ha ocurrido en este caso concreto, no había lugar al amparo deprecado, como bien lo definió el Juzgado, cuya decisión se confirmará.
DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Familia local el 15 de noviembre de 2016, en esta acción de tutela que Gerardina Osorio inició contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, a la que fueron vinculadas la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales y la Dirección de Pensiones de la misma entidad. 




Notifíquese esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito y envíese a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


DUBERNEY GRISALES HERRERA              

� Sentencia T-651 de 2016


� En la misma línea, la Sala Sexta de Revisión insistió en la sentencia T-417 de 2016, que “le corresponde al juez constitucional determinar si en el caso concreto la utilización del recurso de amparo, más allá de buscar la salvaguarda de derechos fundamentales vulnerados al interior de una actuación administrativa, pretende enmendar la falta de agotamiento de la vía gubernativa y con ello habilitar el estudio de la controversia en un escenario judicial. Evento en el cual, la acción de tutela se torna improcedente.// En lo ateniente a los mecanismos judiciales ordinarios, la jurisprudencia constitucional ha admitido que bajo algunas circunstancias no se erigen como un medio eficaz o idóneo para garantizar el goce del derecho fundamental invocado, cuando existe evidencia de un perjuicio irremediable o cuando la mora judicial de la jurisdicción implica un agravio desproporcionado para el solicitante”. . En relación con el estudio que corresponde al juez constitucional, la Sentencia T-669 de 2013 expresa que “Para determinar la concurrencia de estas dos características, deben examinarse los planteamientos fácticos de cada caso, estudiando aspectos tales como si la utilización del medio o recurso de defensa judicial existente tiene por virtud ofrecer la misma protección que se lograría a través de la acción de tutela; el tiempo que tarda en resolverse la controversia en la jurisdicción ordinaria; el agotamiento de la posibilidad de ejercicio del derecho fundamental durante el trámite, la existencia de medios procesales a través de los cuales puedan exponerse los argumentos relacionados con la protección de los derechos fundamentales; las circunstancias que excusen o justifiquen que el interesado no haya promovido o no espere promover los mecanismos ordinarios que tiene a su alcance; la condición de sujeto de especial protección constitucional del peticionario, que exige una especial consideración de su situación, entre otras.” 


� Sentencias T -467 de 2015 y T-558 de 2010.
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